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A 26 años de la firma de los Acuerdos de San Andrés y a
más de 3 años de la Cuarta Transformación, sigue

pendiente la reforma sobre Pueblos Indígenas

● Exige ALDEA saldar esta deuda histórica y reconocer a pueblos y
comunidades indígenas como sujetos de derecho público

A 26 años de los Acuerdos de San Andrés Larrainzar y a más de tres años de la
llegada del gobierno de la 4T, sigue sin concretarse la reforma constitucional que
garantice de forma plena los derechos colectivos de pueblos y comunidades
indígenas y afromexicanas. Por ello, la Alianza por la Libre Determinación y la
Autonomía (ALDEA) exige al Poder Ejecutivo y al Congreso cumplir este histórico1

Acuerdo.

El 16 de febrero de 1996 el Estado mexicano se comprometió a crear un marco
jurídico constitucional para garantizar el reconocimiento de pueblos y comunidades
indígenas como sujetos de derecho público e incluir el ejercicio y la implementación de
su derecho a la libre determinación y autonomía y el reconocimiento del derecho sobre
sus tierras, territorios, bienes y recursos naturales. Tal promesa permanece incumplida.

A la fecha, se han sucedido cinco presidentes, diez legislaturas, incluida la cuarta
transformación, y esa deuda histórica continúa. Si bien hubo una reforma sobre el
tema en 2001, no incorporó estos derechos, apegados al espíritu de San Andrés.

La desprotección del marco legal vigente ha derivado en un sinnúmero de
conflictos violentos que han llevado a la cárcel a personas defensoras que luchan

1 ALDEA está integrada por Pueblos, comunidades y organizaciones indígenas, campesinas y civiles de más de 10 estados
de la República, pertenecientes a los pueblos: Tzotzil, Tzeltal, Lacandona, Tenek, Nahua, Maya, Hnahñu, Purepecha, Na
Savi, Tepecano, Wixarika, Zapoteca, Yaqui, Mixe y Me´Phaa



por la autonomía indígena, como los casos de los compañeros José Antonio y José
Luis, de la comunidad purépecha de Nahuatzen, recientemente puestos en libertad por
orden de la SCJN y tras la movilización permanente de su comunidad. O el caso del2

Pueblo Otomí de San Francisco Magú, donde varios de sus integrantes hoy son
criminalizados por aplicar sus sistemas normativos de tenencia de la tierra para el manejo
de un centro cultural comunitario. Otra lamentable situación es la de la Coordinadora3

Regional de Autoridades Comunitarias-Policía Comunitaria (CRAC-PC) de la Montaña y
Costa Chica de Guerrero, afectada por una contrarreforma promovida por el gobierno de
esa entidad que les retiró la protección legal para llevar a cabo la labor de seguridad
comunitaria que han brindado por más de 25 años.4

También nos alientan experiencias como las de comunidades zapotecas de Valles
Centrales, articuladas en la COPUDA, que después de décadas de lucha han visto
cumplida su demanda histórica por hacer valer su manejo tradicional del agua, causa a la
que entregó su obra la hermana Carmen Santiago, Fundadora de la organización Flor y
Canto, a quien rendimos un sentido homenaje tras su dolorosa partida.5

En adición a los agravios cotidianos en contra de los derechos colectivos, se suma
la permanencia de políticas y leyes neoliberales de las últimas décadas, como la
Reforma Energética, la Ley Nacional de Aguas, el art. 27 constitucional reformado y la Ley
Minera, a la cual se añade el reciente Acuerdo del Ejecutivo sobre proyectos del orden
federal. Todo este entramado legal constituye un atentado hacia la libre
determinación de los pueblos sobre sus territorios y bienes comunes, al justificar, la
ocupación de los mismos, por considerar “preferentes”, de “utilidad pública” e incluso de
“seguridad nacional” varias de estas actividades y proyectos.

El 28 de septiembre del 2021, el presidente Andrés Manuel López Obrador, en un
acto celebrado con los pueblos Yaqui, ofreció disculpas por los crímenes de Estado
cometidos en contra de sus antepasados. En el mismo acto abordó la necesidad de
reparar el daño cometido y presentó el Plan de Justicia Yaqui; encuentro en el que
además recibió de las autoridades yaquis la propuesta de Reforma Indígena que
busca recuperar los compromisos establecidos en los Acuerdos de San Andrés.

Sin embargo, dicha reforma está aún frenada, a pesar de que fue promovida por el
Instituto Nacional de Pueblos Indígenas (INPI) en un proceso participativo y con el
respaldo de 630 mil 986 firmas de autoridades, representantes y hombres y mujeres de
todos los pueblos indígenas y afromexicanos del país y a pesar de que tanto la Relatoría

5 https://www.facebook.com/florycantoac/videos/967423190522466
https://www.facebook.com/florycantoac/posts/4813758182078456

4

https://www.tlachinollan.org/comunicado-en-defensa-del-sistema-de-seguridad-y-justicia-comunitaria-de-la-crac-pc

3 https://www.facebook.com/1513071878720840/posts/5417877998240189/?sfnsn=scwspmo

2 https://www.facebook.com/hashtag/nahuatzenlibre

https://www.gob.mx/inpi/articulos/gobierno-de-mexico-acuerda-plan-de-justicia-del-pueblo-yaqui-y-recibe-propuesta-de-reforma-indigena-283898
https://www.facebook.com/florycantoac/videos/967423190522466
https://www.facebook.com/florycantoac/posts/4813758182078456
https://www.tlachinollan.org/comunicado-en-defensa-del-sistema-de-seguridad-y-justicia-comunitaria-de-la-crac-pc/
https://www.facebook.com/1513071878720840/posts/5417877998240189/?sfnsn=scwspmo
https://www.facebook.com/hashtag/nahuatzenlibre


Especial sobre los Derechos de los Pueblos indígenas como la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos han instado al Estado mexicano a fortalecer el derecho a la libre6

determinación de los pueblos.

En este 26 aniversario de los Acuerdos de San Andrés reiteramos nuestra exigencia
al Presidente de la República, al Instituto Nacional de Pueblos Indígenas (INPI) y al
Congreso para que la Reforma Constitucional pendiente sea una realidad y se honre
el espíritu de estos acuerdos.

Alianza por la Libre Determinación y la Autonomía (ALDEA):

Bienes Comunales de la Selva
Lacandona, Chiapas
Bosques San Elías Repechique,
Chihuahua
Huitosachi, Chihuahua
Bacajípare, Chihuahua
Consejo Ciudadano Indígena de
Nahuatzen, Michoacán
Santa María Ostula, Michoacán,
Red de Mujeres Artesanas, Cocineras
Tradicionales y Productoras del Campo
de la Huasteca Potosina.
Comunidad de Tepetlaoxtoc, Estado
de México
San Francisco Magú, Estado de
México
San Sebastián, Oaxaca
San Jacinto Ocotlán, Oaxaca
Tejas de Morelos, Oaxaca
San Felipe Apostol, Oaxaca
San Matías Chilazao, Oaxaca
Maguey Largo, Oaxaca
El porvenir, Oaxaca
Tonelhuayotzin Nuestra Raíz A.C.
Servicios del Pueblo Mixe (SER A.C.)

Consejo Supremo Indígena de San
Francisco Xochicuautla, Estado de
México
Coordinadora de Pueblos Unidos por el
Cuidado y Defensa del Agua (COPUDA),
Oaxaca
Colectivo de Comunidades Mayas de los
Chenes, Campeche
Frente de Pueblos en Defensa de la
Tierra (FPDT) – Atenco, Estado de
México
Red Ambiental en Defensa de los
Humedales de San Cristóbal, Chiapas
San Lorenzo de Azqueltán, Jalisco
Pueblo de Vícam, Sonora
San Isidro Zegache, Oaxaca
La Barda Paso de Piedras, Oaxaca
San Antonino Castillo Velasco,
Oaxaca
Santiago Apóstol, Oaxaca
Santa Ana Zagache, Oaxaca
San Pedro Mártir, Oaxaca
San Martín Tilcajete, Oaxaca
San Pedro Apóstol, Oaxaca
Asunción Ocotlán, Oaxaca

6 [1] A/HRC/39/17/Add.2, párr.94. https://www.hchr.org.mx/images/doc_pub/2018-mexico-a-hrc-39-17-add2-sp.pdf

OEA/Ser.L/V/II. Doc. 413, 28 diciembre 2021, párrs.359, 365.1, https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/LibreDeterminacionES.pdf

https://www.hchr.org.mx/images/doc_pub/2018-mexico-a-hrc-39-17-add2-sp.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/LibreDeterminacionES.pdf


CDH Fray Pedro
Tlalij A. C
Tianguis Campesino – Chiapas
Centro de Derechos Humanos de la
Montaña Tlachinollan
Fundación para el Debido Proceso.
DPLF
Enlace Comunicación y Capacitación
A.C.
Servicios y Asesoría para la Paz A.C.
(Serapaz)
Coordinadora Regional de
Autoridades Comunitarias- Policía
Comunitaria (CRAC-PC), Guerrero

SEDEPAC Huasteca, San Luis Potosí
Servicios para una Educación
Alternativa (EDUCA)
CDI Flor y Canto A.C.
CONTEC, A.C.
Colectivo de Abogadas
Oxfam México
Consejo Civil Mexicano para la
Silvicultura Sostenible
Fundar, Centro de Análisis e
Investigación A.C
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